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Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, el Juez Flores 

García y el Juez Rivera Torres. 
 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparecen ante este foro intermedio la Sra. Haydée Soto 

Soto, el Sr. José Soto Soto y la Sra. Gloria Soto Soto (en adelante los 

apelantes) mediante el escrito de Apelación de epígrafe 

solicitándonos que revoquemos la Sentencia Parcial emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (el TPI) el 21 de 

marzo de 2018, notificada el 27 del mismo mes y año. En dicha 

Sentencia Parcial el TPI declaró Ha Lugar la Moción en Solicitud de 

Sentencia Sumaria del Banco Popular de Puerto Rico (en adelante el 

apelado o el BPPR). 

  Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

revocamos la sentencia apelada.  

I. 

 El 28 de febrero de 2014 la Sra. Haydée Soto Soto, el Sr. José 

Soto Soto y la Sra. Gloria Soto Soto presentaron una demanda en la 
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cual instaron varias causas de acción, a saber, daños y perjuicios, 

explotación financiera, enriquecimiento injusto, incumplimiento de 

contrato y cobro de dinero. La demanda se presentó contra el BPPR, 

la Sra. Irma Yajaira Soto Arocho, el Sr. Jorge Maldonado Nieves y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos; el Sr. Miguel 

Soto Soto, Popular, Inc., Fulano de Tal, y las compañías 

aseguradoras A, B y C. La misma surge por hechos ocurridos el 28 

de febrero de 2013 donde se cancelaron tres certificados de depósito 

a nombre de los hermanos Haydée, José, Gloria y Miguel todos de 

apellidos Soto Soto. Posteriormente la demanda se enmendó. Entre 

las alegaciones de la demanda enmendada, la cuales también fueron 

incluidas en la demanda original, se encuentran las siguientes:1 

• … el 28 de febrero de 2013, los codemandados Irma 
Yajaira Soto Arocho y Jorge Maldonado Nieves, 
ilegal, voluntaria, maliciosamente y mediando 
intención criminal, dolo o negligencia indujeron a 
don Miguel Soto Soto mediante treta, engaño y/o 
falsas representaciones a cancelar los certificados 
de depósito de doña Haydée Soto Soto en la sucursal 
del [BPPR] localizada en el supermercado SuperMax 
del municipio de Dorado, y se apropiaron del dinero 
propiedad de doña Haydée Soto Soto en menoscabo 
de su patrimonio y sin mediar autorización o causa 
para ello. 

• En la alternativa, don Miguel Soto Soto, Irma Yajaira 
Soto Arocho y Jorge Maldonado Nieves, 
conjuntamente o en contubernio, ilegal, voluntaria, 
maliciosamente y mediando intención criminal, dolo 
o negligencia cancelaron los certificados de depósito 
de doña Haydée Soto Soto […] 

• Por su lado, el [BPPR] y Popular Inc. no actuaron 
con el grado de cuidado, diligencia, vigilancia y 
precaución exigidos por las circunstancias, la Carta 

de Derecho de Personas de Edad Avanzada, Ley 
Núm. 121 de 12 de julio de 1986, y la Ley Núm. 206 
de 9 de agosto de 2008 y su correspondiente 
Reglamento del Comisionado de Instituciones 
Financieras al no haber establecido, adoptado, 
puesto en vigor y/o seguido un protocolo de 
prevención y detección de casos de explotación 
financiera contra persona de edad avanzada en la 
Sucursal del [BPPR] localizada en el supermercado 
Supermax del municipio de Dorado y, de ese modo, 
haber evitado la cancelación y apropiación ilegal de 
los fondos propiedad de doña Haydée Soto o, en la 
alternativa, haber notificado a las autoridades 
pertinentes de un posible caso de explotación 
financiera y, así evitar que doña Haydée Soto Soto 
perdiese los ahorros de toda su vida.  

                                                 
1 Véase el Apéndice del Recurso, a las págs. 63-64; y 89-90, alegaciones 6 a la 

10 de la demanda enmendada. 
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• En la alternativa, el [BPPR] y Popular Inc., 
incumplieron con sus obligaciones al amparo del 
Código Civil de Puerto Rico y/o la Ley de 
Instrumentos Negociables y Transacciones 
Bancarias, Ley 208 de 17 de agosto de 1995, según 
enmendada, 19 LPRA sec. 401 et seq. 

• En la alternativa, el [BPPR] y Popular, Inc., 
incumplieron con las obligaciones contractuales 
contraídas por estos en virtud de los contratos de 
certificados de depósito suscritos por la institución 
financiera y doña Haydée Soto Soto.  

 

Luego de varios trámites procesales, innecesarios consignar 

para efectos del presente recurso, el 3 de junio de 2015 el TPI dictó 

una Resolución determinando que el codemandado Miguel Soto Soto 

se encuentra actual y prospectivamente incapacitado mentalmente. 

La referida Resolución se dictó con la anuencia de ambas partes. Al 

respecto el TPI aclaró que “las partes durante la vista y así, lo 

determina este tribunal quedará pendiente de resolver la 

controversia de si, al momento de que el Sr. Soto Soto otorgara el 

Poder a su hija Irma Yahaira Soto Arocho, el codemandado se 

encontraba capacitado mentalmente.”2 En la misma Resolución el 

TPI le nombró al incapaz un defensor judicial.  

El 15 de septiembre de 2015 el TPI dictó una Sentencia Parcial 

declarando Ha Lugar la moción de desestimación presentada por el 

BPPR. Concluyó el foro de primera instancia que no existía una 

reclamación válida en ley que justificara la concesión de algún 

remedio a favor de los demandantes.3 En su determinación consignó 

lo siguiente:4 

No encontramos en la Carta de Derechos de la 
Persona de Edad Avanzada, 8 LPRA sec. 341, ni en su 
Reglamento disposición alguna bajo la cual se le pueda 
imponer responsabilidad civil al Banco Popular de 
Puerto Rico por las alegaciones de explotación 
financiera contenidas en la Demanda.  

En cuanto al contrato de certificado de depósito, no 
existe controversia de que, tratándose de un contrato 
“y/o”, cualquiera de los hermanos Soto autorizados 
podía cancelar los certificados de depósito. En este 
caso el Banco actuó conforme a la ley cuando se realizó 
la cancelación de los mismos. A dichos contratos les 
aplica lo relacionado al contrato especial de préstamo 

                                                 
2 Véase autos originales.  
3 Véase Apéndice del Recurso, págs. 298-304. 
4 Íd., a las págs. 303 y 304. 
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y, supletoriamente, las disposiciones del Código Civil 
de obligaciones y contratos. Por ende, al cancelarse los 
certificados de depósitos había que hacerlo conforme el 
contrato entre las partes, y este era un documento de 
crédito pagadero en alternativa. Ver Barreras v. 
Santana, 87 DPR 227 (1963); Torres v. Torres, supra. 
En el caso de epígrafe los contratos fueron cancelados 
por las personas autorizadas a ello, o sea, por los 
hermanos Soto.  

Ni bajo el Código Civil de Puerto Rico, ni bajo la 
Carta de Derechos de la persona de Edad Avanzada o 
su Reglamento surge algún remedio bajo el cual se le 
pueda imponer responsabilidad civil al Banco Popular 
por la cancelación de dichos Certificados de depósitos.   

  

Posteriormente, el 15 de abril de 2016 el TPI dictó una 

Resolución en Reconsideración de Sentencia Parcial en lo aquí 

pertinente señaló: 5 

Habiéndose evaluado el estado de derecho vigente 
en Puerto Rico con respecto a las personas de edad 
avanzada, resalta entonces la importancia de 
considerar parte indispensable a toda institución 
financiera, particularmente en los casos que esté 
envuelto un incapacitado de edad avanzada como es en 
el caso de autos, pues aquí se tiene que garantizar a 
esa persona de edad avanzada con capacidad 
disminuida los derechos inherentes del debido proceso 
de ley que todas las leyes y Reglamentación citadas 
requieren a todas persona y/o entidad que interactúen 
y/o haga negocios con estos. Nos preocupa que Banco 
Popular nada haya mencionado en sus mociones de 
cumplimiento con el protocolo de protección de 
personas de edad avanzada contra la explotación 
financiera que se le requiera al amparo del Reglamento 
7900.  

Por ello el Tribunal reconsidera solamente aquella 
parte de la Sentencia Parcial que desestima el caso 
contra Banco Popular de Puerto Rico y se deja sin 
efecto solamente dicha parte. 

   

Por otro lado, el 8 de mayo de 2018 los demandantes 

presentaron una Solicitud de Remedios por Expoliación de la Prueba. 

En síntesis, alegaron que existió un video de la transacción el cual 

fue solicitado y el BPPR ha dado explicaciones falsas o 

contradictorias en cuanto a su inexistencia. Los demandantes 

solicitaron la anotación de la rebeldía, la imposición de sanciones 

económicas, gastos y honorarios de abogado. Acompañaron la 

referida moción con varios anejos. A dicha moción se unió el co-

                                                 
5 Véase Apéndice del Recurso, págs. 342 y 343. La referida reconsideración fue 

objeto de un recurso (caso núm. KLAN20160793) el cual se atendió como uno de 

certiorari y el Panel que lo atendió determinó no expedir.  
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demandado Miguel Soto Soto a través de su defensor judicial. El 

BPPR presentó su oposición a la solicitud de expoliación de la 

prueba. En esencia, adujo que ante la ausencia de un requerimiento 

oportuno para preservar el video se dispuso del mismo como 

resultado de la operación rutinaria del sistema de almacenamiento 

electrónico de dichas imágenes. La referida moción también estuvo 

acompañada de varios anejos. El 5 de junio de 2017 el TPI dictó una 

Orden declarando con un No Ha Lugar de plano la Solicitud de 

Remedios por Expoliación de la Prueba.  

El 5 de septiembre de 2017 el BPPR presentó una Moción 

Solicitando Sentencia Sumaria consignando treinta y cinco (35) 

hechos que para sus efectos no estaban en controversia. En esencia 

señaló que no existe controversia en cuanto al hecho de que el BPPR 

cumplió con el Protocolo de Prevención de Explotación Financiera y 

que al momento de la transacción cuestionada no se identificaron 

elementos para activar el mismo. Además, argumentó que los 

demandantes no tienen prueba para demostrar su causa de acción 

ya que ninguno estuvo presente cuando se llevó a cabo la 

transacción cuestionada. El BPPR acompañó su moción con copia 

de los tres certificados de depósito, copia del documento intitulado 

Prevención y Detención de Casos de Explotación Financiera a 

Personas de Edad Avanzada o con Impedimentos (12-39) y extractos 

de las deposiciones tomadas a las siguientes personas: la Sra. 

Haydée Soto Soto (co-demandante) el 16 de diciembre de 2016, a la 

Sra. Irma Y. Soto Arocho (co-demandada) el 7 de noviembre de 2016, 

al Sr. Ángel Ortoloza Figueroa (funcionario bancario) el 14 de 

noviembre de 2016, la Sra. Valerie Valentín Fecher (Gerente 

Sucursal del BPPR) el 24 de febrero de 2017; la Sra. Gloria Soto Soto 

(co-demandante) del 16 de diciembre de 2016; y al Sr. José Soto 

Soto  (co-demandante) el 13 de enero de 2017.  
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Los demandantes-apelantes presentaron su oposición a la 

moción presentada por el BPPR y a su vez solicitaron se dictara 

sentencia sumaria parcial a su favor. En apretada síntesis 

argumentaron que existe controversia en cuanto a la capacidad del 

Sr. Miguel Soto Soto al momento de realizar la transacción y que se 

hace necesario dirimir credibilidad en cuanto a los únicos testigos 

presentes al momento de la transacción. También indicó que existe 

controversia en cuanto al hecho de si el protocolo del BPPR cumple 

con la Ley núm. 209-2008. Por otra parte, consignaron sesenta y 

nueve (69) hechos que a su entender no están en controversia. 

Acompañaron con su moción la siguiente prueba: 

Carta del BPPR del 11 de septiembre de 2013 
dirigida a la Unidad de Investigaciones Criminales del 
Municipio de Aguadilla, copia de los tres certificados de 
depósito, copia de 42 fotos, declaración jurada del Sr. 
José Antonio Soto Soto, copia del Reglamento para 
establecer un protocolo de prevención y detección de 
casos de explotación financiera a personas de edad 
avanzada o con impedimentos expedido por la Oficina 
del Comisionado de Instituciones Financieras (OCIF), 
copia de Petición de Admisión Involuntaria (Ley 408-
2000) presentada por la Sra. Gloria Soto a favor del Sr. 
Miguel A. Soto Soto el 27 de septiembre de 2012, Orden 
de detención temporera para que el (la) paciente sea 
evaluado(a) por un psiquiatra  expida por el Juez 
Municipal José A. Morales Colón el 27 de septiembre de 
2012, copia de documento intitulado Discharge 
Summaries del Hospital de Veteranos del 12 de octubre 
de 2012, copia de documento titulado Progress Notes 
del Hospital de Veteranos de 19 de julio de 2013, copia 
de documento intitulado Progress Notes del Hospital de 
Veteranos de 5 de octubre de 2012, copia de la Petición 
sobre Derechos de Personas Avanzadas presentada el 
17 de enero de 2013 en la Sala Municipal de Moca, 
copias de varias citaciones, copia del Informe en 
Relación al Sr. Miguel A. Soto realizado por la 
Trabajadora Social del Departamento de la Familia, 
copia del Informe del Caso Miguel Soto (PEA) realizado 
por la Oficina del Procurador de las Personas 
Pensionadas y de la Tercera Edad,  carta expedida por 
el BPPR el 2 de abril de 2013, copia de la reclamación 
realizada por la Sra. Gloria Soto el 6 de mayo de 2013 
a la División Legal del BPPR, carta emitida por el BPPR 
el 5 de julio de 2013, extractos de la deposición tomada 
a las siguientes personas: la Sra. Valerie Valentín 
Fecher el 24 de febrero de 2017; al Sr. Ángel Ortoloza 
Figueroa el 14 de noviembre de 2016, al Sr. José Soto 
Soto el 13 de enero de 2017; la Sra. Gloria Soto Soto 
del 16 de diciembre de 2016; la Sra. Haydée Soto Soto 
el 16 de diciembre de 2016; a la Sra. Irma Y. Soto 
Arocho el 7 de noviembre de 2016. 
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El BPPR presentó replica a la oposición señalando que los 

demandantes no controvirtieron ninguno de los hechos ni la falta de 

conocimiento personal sobre las alegaciones que pesan en contra 

del BPPR. Indicó que estos reclaman hechos que se basan en prueba 

de referencia no admisible para fines de la oposición a la solicitud 

de sentencia sumaria. Dicha parte también argumentó que la 

reclamación instada contra el BPPR no es una al amparo del Artículo 

1802 sino que está basada en leyes especiales, por lo que esto va en 

contra de la doctrina de actos propios y no procede “aplicar una ley 

general por encima de aquellas de índole especial”.6 Acompañó su 

moción con extracto de las deposiciones tomadas a la Sra. Valerie 

Valentín Fecher; al Sr. Ángel Ortoloza Figueroa, a la Sra. Irma Y. 

Soto Arocho, y copia del Contrato Certificado de Depósito del BPPR. 

También el BPPR presentó su Oposición a la Solicitud de Sentencia 

Parcial Sumaria de la Parte Demandante reiterando que los 

demandantes, para probar su caso, descansan en documentos no 

admisibles en evidencia.  

Analizadas las mociones, el 21 de marzo de 2018 el TPI dictó 

la Sentencia Parcial consignando treinta y cuatro (34) 

determinaciones de hechos. En esencia concluyó que el BPPR actuó 

conforme a derecho en relación con la transacción de cancelación 

de los certificados de depósito en cuestión y que no existe 

controversia genuina sobre la insuficiencia de prueba de la parte 

demandante para probar sus alegaciones en contra del BPPR. Por 

otro lado, el foro apelado determinó que el protocolo del BPPR 

cumple con el Reglamento 7900 y no establece requisito alguno en 

cuanto a la capacitación que deben recibir los empleados.7 Por otro 

lado, y en lo aquí pertinente, el TPI concluyó lo siguiente:8  

… 

                                                 
6 Véase Apéndice del Recurso, pág. 954.  
7 Íd., a la pág. 19. 
8 Íd., a las págs. 19-21. 
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Por otro lado, si bien la demandante reclama que 
para el día 28 de febrero de 2013, fecha en que tuvo 
lugar la transacción objeto del presente pleito, el Sr. 
Miguel Soto Soto había perdido su memoria, no podía 
concentrarse, no podía entender lo que se le decía, ni 
tan siquiera podía hablar, dichos reclamos son meras 
especulaciones u opiniones de la demandante, que se 
basan, según se ha sostenido, en prueba inadmisible. 
Son hechos incontrovertidos en este caso que ninguno 
de los demandantes tiene conocimiento personal en 
cuanto a lo que se alega sobre la transacción de 28 de 
febrero de 2013. Además, el testimonio bajo juramento 
en contrario de lo infundadamente reclamado de 
aquellos que sí estuvieron presentes en dicha 
transacción no ha sido debidamente controvertidos por 
la demandante, de conformidad con las exigencias de 
la Regla 36 de las de Procedimiento Civil. No debemos 

perder de vista que, según se señala antes, la 
capacidad de una parte se presume. Véase Jimnez v. 
Jimnez, supra. [cita alcalce omitida].  

[…] 
Así las cosas, las leyes especiales cuya violación es 

reclamada por la demandante de autos, excluyen la 
aplicabilidad del Código Civil de Puerto Rico, en 
particular, los artículos 393 y 1802 de dicho cuerpo 
legal, en contra del BPPR. Todas estas leyes especiales 
fueron cabalmente cumplidas por el BPRR en relación 
con la transacción sobre la que aquí se reclama.  

[…] 
En este caso el BPPR incluyó como apoyo a su 

solicitud de sentencia sumaria, entre otras cosas, 
testimonio bajo juramento de donde surge la falta de 
conocimiento personal de los demandantes en cuanto 
a sus reclamaciones en contra de dicha institución 
financiera. La parte demandante, por su parte, no 
controvirtió, conforme a derecho, los hechos sobre los 
que el BPRR sustenta su solicitud. Particularmente, 
aquellos que reflejan la insuficiencia de la prueba de la 
demandante. Por otro lado, si bien la parte demandante 
solicitó sentencia sumaria a su favor, la mayoría de la 
prueba por esta sometida junto con su solicitud 
constituyen prueba inadmisible en el contexto de una 
solicitud de sentencia sumaria.  

[..] 
En virtud de lo anterior, se declara HA LUGAR la 

Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria del BPPR. 
Se ordena la desestimación del caso de autos CON 

PERJUICIO contra dicha parte y se declara NO HA 
LUGAR la Solicitud de Sentencia Sumaria de la Parte 
Demandante en cuanto al BPPR. 

 

Oportunamente los demandantes-apelantes presentaron una 

Moción de Reconsideración. Entre sus argumentos se encuentran 

que el descubrimiento de prueba aun no ha culminado, y que la 

insuficiencia de la prueba fue provocada por el BPPR, el cual expolió 

el video de la transacción bancaria objeto de la demanda. Además, 

señalaron que en el presente caso hay elementos subjetivos de 

intención y de credibilidad que dirimir por lo que no procede la 
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sentencia sumaria solicitada. Mediante la Resolución dictada el 10 

de mayo de 2018, notificada el día siguiente, el TPI la declaró No Ha 

Lugar.  

Inconforme con dicha determinación, los apelantes acuden a 

este foro intermedio mediante el recurso de epígrafe planteando los 

siguientes señalamientos de error: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DETERMINAR POR VÍA DE SENTENCIA SUMARIA 
QUE EL BPPR CUMPLIÓ CON EL REGLAMENTO DE 
EXPLOTACIÓN FINANCIERA; QUE SU PROTOCOLO 

PARA ESOS CASOS ERA UNO ADECUADO; Y QUE EN 
LA TRANSACCIÓN REALIZADA EN EL PRESENTE 
CASO NO SE DIERON CIRCUNSTANCIAS QUE 
DEBIERON ALERTAR A SUS EMPLEADOS DE QUE EN 
LA CANCELACIÓN DE LOS CERTIFICADOS ESTABA 
OCURRIENDO UNA ACTIVIDAD SOSPECHOSA 
CARACTERÍSTICA DE LOS CASOS DE EXPLOTACIÓN 
FINANCIERA. 
  
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL NO 
DICTAR SENTENCIA SUMARIA A FAVOR DE LOS 
DEMANDANTES A PESAR DE QUE EXISTÍAN 
SUFICIENTES HECHOS MATERIALES E 
INCONTROVERTIDOS PARA CONCLUIR QUE LA 
TOTALIDAD DEL DINERO DEPOSITADO EN LOS 
CERTIFICADOS DE DEPÓSITO OBJETO DE ESTE 
PLEITO PERTENECÍA A LA DEMANDANTE HAYDÉE 
SOTO SOTO Y QUE LOS CODEMANDADOS JORGE 
MALDONADO NIEVES E IRMA YAJAIRA SOTO 
AROCHO SE APROPIARON DEL MISMO UTILIZANDO 
PARA ELLO A DON MIQUEL SOTO SOTO, UNA 
PERSONA MAYOR DE EDAD Y DISCAPACITADA PARA 
MANEJAR SUS BIENES, ACCIÓN QUE FUE POSIBLE 
GRACIAS A LAS ACCIONES Y OMISIONES DEL 
APELADO BPPR.  
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DETERMINAR POR VÍA DE SENTENCIA SUMARIA 
QUE LOS DEMANDANTES NO CONTABAN CON 
PRUEBA PARA ESTABLECER SU CAUSA DE ACCIÓN 

CONTRA EL BANCO, CUANDO LA ALEGADA 
INSUFICIENCIA DE PRUEBA FUE PROVOCADA POR 
EL APELADO, QUIEN “EXPOLIÓ” EL VIDEO DE LA 
TRANSACCIÓN BANCARIA OBJETO DE ESTA 
DEMANDA, ACCIÓN DE LA QUE NO PUEDE 
PERMITIRSE QUE SE BENEFICIE.  
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DECLARAR SIN LUGAR LA MOCIÓN PARA SOLICITAR 
REMEDIOS POR EXPOLIACIÓN DE PRUEBA 
PRESENTADA POR LOS APELANTES.  
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DECLARAR CON LUGAR LA SOLICITUD DE 
SENTENCIA SUMARIA DEL BPPR A BASE DE HECHOS 
QUE NO SE SOSTIENEN EN LA PRUEBA ADMISIBLE 
QUE OBRA EN AUTOS Y CUANDO EXISTEN 
CONTROVERSIAS SUSTANCIALES SOBRE LOS 
MISMOS.  
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DECLARAR CON LUGAR LA SOLICITUD DE 
SENTENCIA SUMARIA DEL BPPR A PESAR DE QUE LA 
MISMA NO CUMPLÍA CON LOS REQUISITOS 
TAXATIVOS ESTABLECIDOS EN LA REGLA 36 DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL, EN CUANTO A LA FORMA Y 
CONTENIDO DE LA MISMA. 
  

El 13 de julio de 2018 el BPPR presentó su alegato en 

oposición. Con el beneficio de los escritos de ambas partes y 

contando con los autos originales del foro de primera instancia, 

dimos por perfeccionado el recurso.9 

II. 

A. El mecanismo de Sentencia Sumaria  

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal mediante el 

cual se confiere al juzgador discreción para dictar sentencia sin 

necesidad de celebrar vista evidenciaria. Ramos Pérez v. Univisión 

PR Inc., 178 DPR 200 (2010); Nissen Holland v. Genthaller, 172 DPR 

503, 511 (2007). En el ejercicio de tal discreción el tribunal 

examinará los documentos admisibles en evidencia que se 

acompañan con la solicitud y los documentos que se encuentran en 

el expediente del tribunal. SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 189 

DPR 414 (2013); Cruz Marcano v. Sánchez Tarazona, 172 DPR 526, 

550 (2007). Una vez el tribunal determine que no existe una 

controversia genuina de hechos que tenga que ser dirimida en vista 

evidenciaria y que lo único que falta es aplicar el derecho, 

procederá a dictar la sentencia sumaria. Audio Visual Lang. v. Sist. 

Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 575 (1997). Este mecanismo 

contribuye en aligerar la tramitación de los casos, permitiendo que 

se dicte sentencia sin necesidad de celebrar una vista evidenciaría. 

SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra; Medina v. M. S. & D. 

Química P.R. Inc., 135 DPR 716, 726 (1994); Cuadrado Lugo v. 

Santiago Rodríguez, 126 DPR 272, 279 (1990).  

                                                 
9 Véase nuestra Resolución del 16 de julio de 2018. Además, el 12 de junio de 

2018 dictamos una Resolución ordenando al foro de primera instancia elevar, en 

calidad de préstamo, los autos originales del caso.  
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Por otro lado, nuestro ordenamiento jurídico procesal ha 

reconocido la sentencia sumaria por insuficiencia de prueba en 

aquellos casos donde la parte alega que el adversario no cuenta con 

suficiente evidencia para prevalecer en el juicio. Esta modalidad fue 

reconocida por nuestro Tribunal Supremo en el caso Medina v. M.S. 

& D. Química P.R., Inc., 135 DPR 716, 726 (1994).  Bajo esta 

modalidad, una vez que las partes han realizado un adecuado y 

apropiado descubrimiento de prueba, el promovente puede solicitar 

la sentencia sumaria alegando insuficiencia de prueba por parte del 

promovido. Íd. La moción podrá ser acompañada con documentos 

relacionados con el descubrimiento de prueba o con evidencia 

afirmativa, aunque la misma no haya sido obtenida mediante el 

descubrimiento. Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 

DPR 714 (1986). Además, el promovente de la moción de sentencia 

sumaria por insuficiencia de prueba tiene que alegar y demostrar 

todos los elementos requeridos para que prevalezca una moción de 

sentencia sumaria “tradicional”, más el elemento adicional de 

insuficiencia de la prueba. Esto se debe a que “[a] la modalidad de 

sentencia sumaria por insuficiencia de la prueba le aplican todas 

las normas y principios que tradicionalmente hemos indicado deben 

utilizarse por los tribunales al entender en una moción de sentencia 

sumaria.” Medina v. M.S. & D. Química P.R., Inc., supra, a la pág. 

734. Si existiera duda sobre si hay prueba suficiente o no en torno 

a alguna controversia de hecho relevante, los tribunales deben 

denegar la solicitud de sentencia sumaria por ese fundamento. Íd.    

 En lo aquí pertinente, en Medina Morales v. Merck Sharp & 

Dhome, supra, el Tribunal Supremo señaló varios aspectos sobre los 

criterios que debe satisfacer la parte promovida. “[P]ara derrotar una 

moción de sentencia sumaria bajo la modalidad de la insuficiencia 

de la prueba, la parte promovida puede, entre otras cosas; presentar 

con su oposición una prueba admisible en evidencia o una prueba 
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que pueda convertirse en admisible -aunque de momento no lo 

sea- o que dé lugar a prueba admisible que demuestre que existe 

evidencia para probar los elementos esenciales de su caso; que hay 

prueba en el récord que puede convertirse en una prueba admisible 

y que derrotaría la contención de insuficiencia del promovente; que 

la moción es prematura porque el descubrimiento es inadecuado, 

está a medias o no se ha realizado; o que este, por su naturaleza, 

no es un caso que conviene se resuelva por el mecanismo 

expedito de la sentencia sumaria.” [Énfasis Nuestro] Íd., a la pág. 

734.  

En fin, un tribunal no deberá dictar sentencia sumaria 

cuando: (1) existen hechos materiales controvertidos; (2) hay 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; 

(3) surge de los propios documentos que se acompañan con la 

moción una controversia real sobre algún hecho material; o (4) como 

cuestión de derecho no procede. Rivera Báez v. Jaume Andujar, 157 

DPR 562 (2002); PFZ Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 

881 (1994). 

Si una parte no está de acuerdo con la determinación del foro 

de primera instancia, puede acudir ante el foro apelativo para que 

este revise la determinación del foro primario. El tribunal apelativo 

se verá limitado a examinar solo los documentos que se 

presentaron en instancia, ya que las partes no podrán incluir en 

el recurso de apelación cualquier documento ulterior, bien sean 

deposiciones, declaraciones juradas, que no hayan sido presentadas 

ante el TPI. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-335 (2004); Cuevas 

Segarra, J., Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da Ed., Tomo III, 

Publicaciones JTS, a la pág. 1042 (2011). Así pues, tampoco podrán 

traer a la consideración del tribunal revisor teoría, planteamiento o 

asunto nuevo, que no haya sido previamente presentado ante el foro 

de primera instancia. En esencia, nuestra función revisora solo 
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puede limitarse a determinar, si en efecto, hubo alguna 

controversia sustancial sobre los hechos esenciales y si el 

derecho fue aplicado de forma adecuada. Vera v. Dr. Bravo, supra; 

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International 

Corporation, 193 DPR 100 (2015). Por lo tanto, y entre otros 

aspectos, este foro intermedio tiene que cumplir con la exigencia de 

la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer concretamente 

cuáles hechos materiales encontró que están en controversia y 

cuáles están incontrovertidos. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. 

y Bohío International Corporation, supra.  

Por último, reiteradamente nuestro Tribunal Supremo ha 

manifestado que existen casos que no se deben resolver mediante 

sentencia sumaria pues, “difícilmente podrá reunir ante sí toda la 

verdad de los hechos a través de affidávits, deposiciones o 

declaraciones juradas.” Jusino et al. v. Walgreens, 155 DPR 560, 579 

(2001). De igual modo, ha expresado que no es apropiado que se 

revuelvan por la vía sumaria “casos complejos o aquellos en los que 

estén presentes cuestiones de interés público". Íd. Ver, además, Soto 

v. Caribe Hilton, 137 DPR 294 (1994). De igual manera no se favorece 

la utilización del mecanismo de sentencia sumaria para resolver 

casos donde cobra vital importancia la evaluación que haga el foro 

sentenciador a los testimonios prestados, toda vez que hay 

elementos subjetivos y de intención que hacen un factor esencial la 

adjudicación de credibilidad. Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 

175 DPR 799, 811 (2009).  

B. La Expoliación de la Prueba y la Regla 34.3 de Procedimiento 
Civil 
 

Como se sabe, las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico conceden a todas las partes en un pleito el derecho a realizar 

un descubrimiento de prueba, el cual tiene como finalidad ayudar a 

precisar y minimizar las controversias litigiosas; obtener evidencia 
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que va a ser utilizada en el juicio; facilitar la búsqueda de la verdad 

y perpetuar la prueba relacionada a su causa. Regla 23.1 de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 23.1; 

Berríos Falcón v. Torres Merced, 175 DPR 962, 971 (2009); García 

Rivera et al. v. Enríquez, 153 DPR 323, 333 (2001); Rivera y otros v. 

Bco. Popular, 152 DPR 140, 152 (2000). Al interpretar esta figura 

jurídica, nuestra jurisprudencia ha expresado que este mecanismo 

se caracteriza por ser de alcance amplio y liberal, para facilitar la 

tramitación de los pleitos y evitar inconvenientes, sorpresas e 

injusticias que surgen cuando las partes ignoran hasta el día de la 

vista las cuestiones y los hechos que en realidad son objeto del 

litigio. Berríos Falcón v. Torres Merced, supra; Rivera y otros v. Bco. 

Popular, supra; Medina v. M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 DPR 716, 

730 (1994). 

De otra parte, es menester apuntalar que los tribunales tienen 

el deber de asumir un rol activo desde el albor del pleito, por lo que 

es recomendable que en la etapa del descubrimiento de prueba 

también intervengan y encaucen el mismo, toda vez que con ello se 

garantiza un proceso judicial justo, rápido y económico. Medina v. 

M.S. & D. Química P.R., Inc., supra, a la pág. 729; Lluch v. España 

Service Sta., 117 DPR 729, 744 (1986). Es por esta razón que el 

tribunal está autorizado no solo a limitar o extender el alcance del 

descubrimiento de prueba, sino que también está facultado para 

supervisar el proceso, ordenar a una parte a descubrir prueba y 

sancionar a aquella que se rehuse a cumplir las órdenes dirigidas a 

esos efectos. Véanse, Reglas 34.2 y 34.3 de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico de 2009, supra; Lluch v. España Service Sta., supra, a la 

pág. 742. 

La Regla 34.3 de las de Procedimiento Civil, supra, establece 

el procedimiento que seguirán los tribunales ante la negativa de una 

parte a cumplir sus órdenes. Entre estas medidas, prescribe la 
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eliminación de las alegaciones, que las materias o los hechos 

designados sean considerados como probados a los efectos del 

pleito, impedir que la parte se sostenga o se oponga a determinadas 

reclamaciones o defensas, la eliminación de las alegaciones o parte 

de ellas, así como el desacato. Regla 34.3 inciso (b) 1-4. En lo aquí 

pertinente, el inciso (d) de la referida Regla 34.3 dispone lo siguiente:  

      Si la parte promovente del descubrimiento de 
prueba pertinente a las alegaciones o defensas justifica 
con prueba fehaciente que la parte promovida se niega 
a descubrir lo solicitado por haber destruido o 

incumplido con su deber de preservar prueba 
pendiente de litigio o razonablemente utilizable en un 
pleito futuro, estará sujeta a las sanciones dispuestas 
en estas reglas. El tribunal no podrá ordenar la 
imposición de sanciones bajo esta regla a una parte por 
no proveer información almacenada electrónicamente, 
que demuestre que se ha perdido como resultado de la 
operación rutinaria de buena fe del sistema de 
almacenamiento electrónico de información, salvo que 
antes de efectuar dicha operación se le haya requerido 
a la parte preservar la prueba. En tal caso, la parte 
requerida tendrá el peso de demostrar que la 
información almacenada electrónicamente no pudo ser 
producida por las razones indicadas anteriormente. 
(Énfasis nuestro). 
 

El inciso (d) antes citado “es de nuevo cuño.” Cuevas Segarra, 

J., supra, a la pág. 1016. “La regla requiere para la imposición de 

las sanciones de estas reglas que la evidencia haya sido destruida o 

inutilizada de mala fe o de manera intencional. Véanse, además, 

Zubulake v. UBS Warburg, 22 C 220 FRD 212 (2003) y 229 FRD 442, 

430 (2004).” Íd.  

Por otro lado, en el ámbito federal también se ha reconocido 

la procedencia de sanciones en contra de las personas que tienen 

un deber de preservación de prueba y esta resulta destruida. La 

expoliación de prueba ha sido reconocida como una conducta 

torticera. West v. Goodyear Tire & Rubber Co., 167 F.3d 776, 778 

(1999). La misma ha sido definida como la destrucción o la 

alteración significativa de prueba, o la incapacidad de preservar la 

propiedad para otro uso como prueba en un pleito pendiente o 

venidero. Íd. Para ello se requiere la concurrencia de los siguientes 

requisitos: (1) que la parte que tiene control sobre la prueba tenía la 
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obligación de preservarla al momento en que fue destruida; (2) que 

la prueba fue destruida intencionalmente; (3) que la prueba 

destruida era relevante a la reclamación o defensa de la parte, de 

forma tal que un juzgador de hechos pudiese determinar que la 

misma hubiese sostenido la aludida reclamación o defensa. Véase, 

Zubulake v. UBS Warburg LLC, 229 F.R.D. 422.  

Los tribunales gozan de discreción para delinear la sanción a 

ser impuesta. West v. Goodyear Tire & Rubber Co., 167 F.3d 776, 

779 (1999). Sin embargo, esta debe servir el propósito profiláctico, 

punitivo y remedial tras la prohibición de la expoliación. Íd. Además, 

se ha permitido a los tribunales hacer una inferencia razonable a los 

efectos de que la prueba destruida por una parte le hubiese 

resultado adversa. Véanse, Schmid v. Milwaukee Electric Tool Corp., 

13 F.3d 76, 78 (3rd Cir. 1994); EEOC v. American Nat'l Bank, 652 

F.2d 1176, 1195 (4th Cir. 1981). Los litigantes tienen la 

responsabilidad de asegurar que la prueba relevante a su caso 

quede protegida de pérdida o de destrucción. Martínez Pérez v. 

Hyundai Motor Co., 440 F. Supp. 2d 57, 62 (2006). Los expoliadores 

no deben beneficiarse de su descuido o falta de diligencia.  West v. 

Goodyear Tire & Rubber Co., supra, pág. 778. 

c. La Carta de Derechos de la Persona de Edad Avanzada 

Como es conocido los menores, así como los envejecientes, 

son grupos considerados como vulnerables por nuestra sociedad y 

por nuestro ordenamiento legal. El Código Penal, así como el Código 

Civil y leyes especiales toman en consideración sus circunstancias 

particulares y le dispensan en ciertas ocasiones mayor amparo o 

protección. Por ejemplo, en cuanto a las personas de mayor edad, el 

Código Penal de 2012 contiene un subcapítulo dedicado a la 

Protección Debida a las Personas de Edad Avanzada e Incapacitados. 

Véanse los Artículos 125, 126 y 127 del Código Penal de 2012, 33 

LPRA secs. 5184-5186. Asimismo, se ha adoptado un estatuto 
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especial dirigido a la protección de los envejecientes. Esta ley se 

conoce como la Carta de Derechos de la Persona de Edad Avanzada, 

Ley núm. 121 de 12 de julio de 1986, según enmendada, 8 LPRA 

secs. 341-347. 

La Carta de Derechos de la Persona de Edad Avanzada, en 

consideración a las circunstancias particulares de este sector, 

persigue el objetivo de promover el máximo goce de una vida plena 

y el disfrute de los derechos naturales, humanos y legales de esta 

población. 8 LPRA sec. 341. La Ley define a la persona de edad 

avanzada como toda persona de 60 años o más. 8 LPRA sec. 342 (a). 

Entre otras, declara como política pública y garantía la protección 

de su salud física o mental y la de su propiedad contra amenazas, 

hostigamiento, coacción a perturbación por parte de cualquier 

persona natural o jurídica, incluyendo explotación financiera. 8 

LPRA sec. 341 (e). La cual se define como el uso impropio de los 

fondos de un adulto, limitándose, a fraude, falsas pretensiones, 

malversación de fondos, conspiración, falsificación de documentos, 

falsificación de expediente, coerción, transferencia de propiedad o 

negación de acceso a bienes.10 Íd. La “explotación financiera” es 

considerada como “[e]l uso impropio de los fondos de un adulto, de 

la propiedad o de los recursos por otro individuo, incluyendo, pero 

no limitándose, a fraude, falsas pretensiones, malversación de 

fondos, conspiración, falsificación de documentos, falsificación de 

récords, coerción, transferencia de propiedad o negación de acceso 

                                                 
10 Puntualiza la “coacción” como aquella “[f]uerza o violencia, física o psicológica, 

que se emplea contra una persona para obligarla a que diga o haga alguna cosa.” 

8 LPRA sec. 342 (d). El “hostigamiento” se emplea mediante "[p]alabras, gestos o 

acciones dirigidas a molestar, perseguir o perturbar a una persona de edad 

avanzada.” 8 LPRA sec.342 (e). Define “intimidación” como “[t]oda acción o palabra 
que tenga el efecto de ejercer una presión moral sobre el ánimo de una persona 

de edad avanzada, la que por temor a sufrir algún daño físico o emocional en su 

persona, sus bienes o en la persona de otro, es obligada a llevar a cabo un acto 

contrario a su voluntad.” 8 LPRA sec. 342 (f). El “maltrato mental o psicológico” 

es “[c]ualquier acto o conducta constitutiva de deshonra, descrédito o 

menosprecio al valor personal; limitación irrazonable al acceso y manejo de los 
bienes muebles o inmuebles, aislamiento, privación de acceso a alimentación o 

descanso adecuado, amenazas o destrucción de objetos apreciados por la 

persona.” 8 LPRA sec. 342 (h). 
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a bienes.” 8 LPRA sec. 342 (k). En su Artículo 3, la ley establece, a 

modo general, los derechos de esta población. Entre ellos resaltamos 

el inciso (d) el cual indica, vivir libre de presiones, coacciones y 

manipulaciones por parte de familiares, personas particulares, 

empresas privadas o del Estado, con el propósito de explotación 

financiera o que estén dirigidas a menoscabar su capacidad y su 

derecho a la autodeterminación. 8 LPRA sec. 343 (d). 

Además, en consideración a esta población se aprobó la Ley 

núm. 206 de 9 de agosto de 2008 para ordenar al Comisionado de 

Instituciones Financieras, a la Corporación para la Supervisión y 

Seguro de Cooperativas de Puerto Rico y a la Oficina del 

Comisionado de Seguros a implantar aquellos reglamentos 

necesarios, a fin de requerirle a toda institución financiera, 

cooperativas o de seguros en Puerto Rico a que establezcan un 

protocolo de prevención y detección de posibles casos de explotación 

financiera a personas de edad avanzada o incapacitados. En su 

Exposición de Motivos se señala lo siguiente: 

[…]Del análisis de la información recopilada se 
desprende que los empleados de instituciones 
financieras están en una posición única de identificar, 
en primera instancia, el abuso financiero entre las 
personas mayores y los adultos con impedimentos. Los 
empleados de instituciones financieras, quienes tienen 
contacto con clientes de manera rutinaria presencian 
situaciones que le permiten observar y  determinar si  
el cliente corre riesgo. Estos empleados están en 
posición de determinar comportamientos sospechosos 

o actividades bancarias que sirven para identificar el 
abuso financiero. Los bancos e instituciones 
financieras pueden y deben ayudar a proteger a sus 
clientes. Es por ello que a través de la presente Ley se 
impone la obligación de que se adopte un protocolo 
para intentar detectar el fraude financiero en contra de 
las personas de edad avanzada e incapacitados. […]  
 
[…] Los protocolos que habrán de promulgarse se 
realizarán tomando en consideración los comentarios 
de la Oficina de la Procuradora de Personas de Edad 
Avanzada, del Procurador de las Personas con 
Impedimentos y del Departamento de la Familia, a 
través de la Administración Auxiliar de Servicios a 
Personas de Edad Avanzada y Adultos con 
Impedimentos de la Administración de Familias y 
Niños. […] [Énfasis Nuestro]. 
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En el Artículo 2 de la Ley núm. 206-2008 se señalan algunas 

actividades que podrían constituir una actividad financiera 

sospechosa, entre ellas, los cambios frecuentes de cuenta de una 

sucursal bancaria a otra, cambio en los patrones o cantidades de 

retiro, así como retiros de cantidades sustanciales de dinero o retiros 

de cantidades considerables o transferidas de cuentas conjuntas 

que han sido abiertas recientemente. Además, de una actividad 

bancaria o financiera inconsistente con los hábitos usuales del 

cliente. 

En cumplimiento con el mandato de la Ley núm. 206-2008 la 

Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras (OCIF) aprobó 

el Reglamento para establecer un protocolo de prevención y detección 

de casos de explotación financiera a persona de edad avanzada o con 

impedimentos, Reglamento Núm. 7900 del 30 de julio de 2010.  

El Artículo 2 en su inciso (f) define Explotación Financiera 

como “el uso impropio de los fondos de una persona con 

impedimentos o de edad avanzada, de la propiedad o de los recursos 

por otro individuo, incluyendo, pero no limitándose, a fraude, falsas 

pretensiones, malversaciones de fondos, conspiración, falsificación 

de documentos, falsificación de récords, coerción, transferencia de 

propiedad o negación de acceso a bienes.” Además, define Actividad 

Financiera Sospechosa como transacciones individuales o conjuntas 

que se intentan realizar en una institución financiera involucrando 

a una persona de edad avanzada o con impedimento y las cuales 

pudieran llevar a una persona prudente y razonable a identificarlas 

como sospechosas en posible detrimento de los intereses 

económicos de la persona de edad avanzada o con impedimento. 

Artículo 2 en su inciso (m). La persona de edad avanzada es toda 

aquella que tenga sesenta (60) años o más de edad. Artículo 2 en su 

inciso (i). 
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En lo que aquí respecta la sección del Artículo 3 del 

Reglamento 7900 dispone las obligaciones de una institución 

financiera. Al respecto expone lo siguiente:   

a. Toda institución financiera establecerá un 
protocolo que ayude a sus empleados a prevenir y 
detectar posibles casos de explotación financiera a 
personas de edad avanzada o con impedimentos. 
b. Dicho protocolo aplicará a cualquier sucursal de la 
institución. 
c. Toda institución financiera capacitará a todos 
sus ejecutivos y empleados para manejar y 
contrarrestar posibles casos de explotación 
financiera. 

d. El Administrador y su alterno, así como cualquier 
empleado que ejecute(n) el protocolo requerido por este 
reglamento deberá(n) estar comprometido(s) con la 
confidencialidad de los procedimientos y suscribir 
documentos laborales a tales efectos con la institución 
financiera. [Énfasis nuestro]. 
 

Además, la sección 4 del Artículo 3 del referido Reglamento 

reitera la obligación de que todo personal de una institución 

financiera debe estar capacitado para identificar, manejar y reportar 

actividades financieras sospechosas. Incluso la sección 5 inciso (1) 

señala como una acción afirmativa de toda institución financiera 

educar periódicamente a todo el personal de la institución sobre 

las diferentes conductas que pueden evidenciar casos de explotación 

financiera y de cómo manejar los mismos. Entre los procedimientos 

para manejar una actividad sospechosa se encuentra alertar a los 

clientes o depositantes sobre la posibilidad de que estén siendo 

víctimas de explotación financiera con relación a transacciones en 

sus cuentas. “Esta alternativa se podrá utilizar solo en los casos en 

que se entienda que la persona afectada recibirá la alerta 

directamente, no corre riesgo con la misma y está en posición de 

actuar o contrarrestar la situación.” Artículo 3 sección 6 del 

Reglamento 7900.   

La sección 4 del Artículo 3 ilustra varias actividades 

sospechosas entre ellas:11  

• Cambio en los patrones o cantidades de retiro, así 
como retiros de cantidades sustanciales de 

                                                 
11 Véanse Sección 4 incisos 2 ,4, 10 y 11 del Reglamento 7900. 
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dinero o retiros de cantidades considerables o 
transferidas de cuentas conjuntas que han sido 
abiertas recientemente. 

• Actividades bancarias o financieras inconsistentes 
con los hábitos usuales del cliente. 

• Un fiduciario u otra persona autorizada empieza a 
hacerse cargo de los asuntos de la persona de edad 
avanzada o con impedimento, retirando fondos de 
su cuenta sin aparente beneficio para ésta. 

• Cancelación inexplicable de Certificados de 
Ahorros. 

De otra parte, la sección 3 del Artículo 3 dispone las acciones 

o comportamientos que se pueden considerar sospechosos, sin que 

se interprete que constituyen una limitación, como las siguientes: 

1. La persona de edad avanzada o con impedimento 
acude a la institución financiera acompañado de una 
persona, ya sea familiar o extraño, que lo incita o 
coacciona para realizar un retiro, transferencia de 
dinero, préstamo u otra transacción. 
2. La persona de edad avanzada o con impedimento 
acude a la institución financiera acompañado de una 
persona que no le permite hablar directamente con 
el personal de la institución financiera. 
3. La persona de edad avanzada o con impedimento 
se muestra aturdida, nerviosa o con miedo. 
4. La persona de edad avanzada o con impedimento 
no recuerda ciertas transacciones financieras en su 
cuenta, alega no haber autorizado alguna transacción 
o muestra preocupación o confusión ante los balances 
de su cuenta. 
5. La persona de edad avanzada o con impedimento 
acude a la institución financiera acompañado por una 
persona que demuestra estar demasiado interesada 
en su estado financiero. 
6. La persona de edad avanzada o con impedimento 
ofrece explicaciones contradictorias o cuestionables 
para justificar transacciones financieras. 
7. La persona de edad avanzada o con impedimento 
se muestra temerosa de ser desalojada o recluida en 
una institución si no le entrega dinero a la persona que 
se encarga de su cuidado. 
8. La apariencia física de la persona de edad 
avanzada o con impedimento luce como que no está 
recibiendo el cuidado requerido, según sus 
necesidades y de acuerdo con su condición 
financiera. 
9. Existe una persona o familiar que solicita 
orientación, de forma insistente, sobre beneficios 
financieros para la persona de edad avanzada o con 
impedimento, sin el consentimiento de ésta. 
10. Existe más de una persona o familiar alegando 
tener la tutela sobre la persona de edad avanzada o con 
impedimento y sobre sus bienes. 
11. La persona que alega tener la tutela o haber sido 
designada como persona autorizada para manejar las 
cuentas de una persona de edad avanzada o con 
impedimento, se niega a mostrar evidencia de su 
autoridad o muestra evidencia contradictoria. [Énfasis 
Nuestro]. 
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d. La causa de acción en daños y perjuicios bajo el Artículo 

1802 

Es norma conocida en nuestro ordenamiento civil que quien 

por acción u omisión cause daño a otro, mediando culpa o 

negligencia, viene obligado a reparar el daño causado. Artículo 1802 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141. Por lo tanto, para que prospere 

una reclamación por daños y perjuicios, será necesario demostrar 

lo siguiente: (1) que hubo un daño real; (2) que existe un nexo causal 

entre el daño y la acción u omisión de la otra parte; (3) y que el acto 

u omisión fue culposo o negligente. López v. Porrata Doria, 169 DPR 

135, 150 (2006); Bonilla v. Chardón, 118 DPR 599, 610 (1987).  

El concepto de daño comprende “todo menoscabo material o 

moral causado contraviniendo una norma jurídica, que sufre una 

persona y del cual haya de responder otra.” López v. Porrata Doria, 

supra, pág. 151. Por su parte, el elemento de culpa o negligencia 

“consiste en la omisión de aquella diligencia que exige la naturaleza 

de la obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, 

del tiempo y del lugar.” Artículo 1057 del Código Civil, 31 LPRA 

3021. El grado de diligencia exigible es el que debe ejercer un buen 

padre de familia, o una persona prudente y razonable. López v. 

Porrata Doria, supra, pág. 151. Respecto al concepto de la culpa, se 

ha señalado que “es la falta del debido cuidado, que a la vez consiste 

en no anticipar y prever las consecuencias racionales de un acto, o 

de la omisión de un acto, que una persona prudente habría de 

prever en las mismas circunstancias.” Íd; Toro Aponte v. ELA, 142 

DPR 464, 473 (1997).  El deber de anticipar y prever los daños no 

abarca todo riesgo imaginable, sino aquel que la persona prudente 

y razonable hubiese anticipado. López v. Porrata Doria, supra, pág. 

171. En cuanto al requisito de relación causal, el estándar aplicable 

es el de causalidad adecuada, que se define como “la condición que 
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ordinariamente produce el daño, según la experiencia general.” 

López v. Porrata Doria, supra, pág. 152. 

Finalmente es necesario señalar que nuestro ordenamiento 

jurídico reconoce la responsabilidad vicaria según establecido en el 

Artículo 1803 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141. Las personas 

especificadas en el Artículo 1803, supra, son responsables por 

aquellos actos culposos o negligentes en que incurren aquellos por 

quienes tienen el deber de responder, a menos que demuestre haber 

empleado “toda la diligencia de un buen padre de familia.” S.L.G. 

Vázquez-Ibáñez v. De Jesús, Vélez, 180 DPR 387, 405 (2010). Para 

que dicho precepto sea de aplicabilidad, precisa que exista un nexo 

jurídico previo entre el causante del daño y aquel que viene obligado 

a repararlo. García v. ELA, 163 DPR 800, 811 (2005); Sánchez Soto 

v. ELA, 128 DPR 497, 501 (1991). 

III. 

En el presente recurso los apelantes señalan la comisión de 

seis (6) errores de los cuales cuatro (4) van dirigidos al uso del 

mecanismo de sentencia sumaria y dos (2) están relacionados a la 

expoliación de la prueba. Por lo tanto, analizaremos los mismos de 

manera agrupada. 

-A- 

Comenzaremos con los requisitos de forma que contienen las 

nuevas reglas de procedimiento civil. En ese aspecto, los apelantes 

plantean en su último error que la apelada no cumplió con los 

requisitos de forma dispuestos en la Regla 36.3 de Procedimiento 

Civil, supra. Adelantamos que dicho error de forma no fue cometido 

por la apelada.12 La Moción Solicitando Sentencia Sumaria 

presentada por el BPPR cumple con los requisitos claramente 

impuestos por la Regla 36.3 en su inciso (a), a saber, (1) una 

                                                 
12 Véase error sexto (6) del recurso.  
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exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los asuntos 

litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción, reclamación o 

parte respecto a la cual es solicitada la sentencia sumaria; (4) una 

relación concisa y organizada en párrafos enumerados, de todos los 

hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay controversia 

sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia donde 

se establecen los mismos, así como de cualquier otro documento 

admisible en evidencia que se encuentre en el expediente del 

tribunal; (5) las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser 

concedido. Resuelto ese aspecto procedemos al análisis de la 

referida moción a los fines de determinar, si en efecto, hubo alguna 

controversia sustancial sobre los hechos esenciales y si el derecho 

fue aplicado de forma adecuada. 

En cumplimiento con el mandato del Tribunal Supremo en 

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International 

Corporation, supra, exponemos los hechos materiales sobre los 

cuales encontramos no existe controversia. Analizadas ambas 

mociones, así como los documentos respectivamente anejados, 

concluimos que en el caso de autos no están en controversia los 

siguientes hechos:13 

• Entre el 1997 y 2011, la Sra. Haydée Soto abrió tres 
(3) certificados de depósito en el entonces 
Westernbank.14 

• Cerca del 30 de abril de 2010, luego que el 
Comisionado de Instituciones Financieras cerrara 
las operaciones del Westernbank, los tres 
certificados de depósito advinieron en posesión del 
BPPR. 

• Los tres (3) certificados de depósito eran de tipo 
indistinto (y/o) y en ellos figuraban como firmantes 
autorizados la Sra. Haydée Soto Soto y sus tres 
hermanos, José, Gloria y Miguel todos de apellidos 
Soto Soto. 

                                                 
13 Véanse, Apéndice del Recurso, Determinaciones de Hechos 1, 2, y 3, pág. 608. 
14Las fechas de apertura, los números que la identifican y las cantidades 

aportadas son hechos que están en controversia. Véanse Apéndice del Recurso, 

págs. 630-635 y págs. 715-717. 
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• El 28 de febrero de 2013 el Sr. Miguel Soto Soto 
acudió a la sucursal del BPPR ubicado en el 
SuperMax de Dorado, en compañía de su hija, la 
Sra. Irma Yahira Soto Arocho y el esposo de esta el 
Sr. Jorge Maldonado Nieves.  

• El Sr. Miguel Soto era una persona de edad 
avanzada al momento de la transacción.  

• El 28 de febrero de 2013 el Sr, Miguel Soto Soto 
canceló los tres (3) Certificados de Depósito los 
cuales sumaron $354,163.71.  

• En los Certificados Indistintos (y/o) cada 
depositante autoriza al otro a efectuar 
transacciones con el certificado incluyendo, sin 
limitación, la cancelación.15 

• El 28 de febrero de 2013 el Sr, Miguel Soto Soto fue 
atendido por el consultor bancario el Sr. Ángel 
Ortoloza empleado del BPPR. 

• Para la fecha de los hechos la Sra. Haydée Soto Soto 
residía en New York.  

• La Sra. Haydée Soto Soto advino en conocimiento de 
la cancelación de los certificados de depósito el 26 
de marzo de 2013, luego de llamar a la sucursal de 
Moca del BPPR.  

• El 26 de marzo de 2013 la Sra. Gloria Soto realizó 
una reclamación al banco. 

• El 2 de abril de 2013 el BPPR procesó el reclamo de 
la Sra. Gloria Soto Soto y el 5 de julio del mismo año 
resolvió la misma. 

• El 28 de septiembre de 2012 el BPPR divulgó el 
documento intitulado: Prevención y Detección de 
Casos de Explotación Financiera a Personas de Edad 
Avanzada o con Impedimentos (12-39). El cual, entre 
otros asuntos, dispone a la página lo siguiente:  

 
Identificación de Actividades Financieras 
Sospechosas 
 

Ciertas actividades financieras podrían ser 
indicativas de posible explotación financiera.  
Entre estas:  

- Cambio en los patrones o cantidades de 

retiros. 

- Retiros de cantidades sustanciales. 

- Transferencias de cuentas conjuntas que 

hayan   sido abiertas recientemente. 

- Revocación repentina de fideicomisos 

establecidos a favor de una persona.  

- Interés en Programa de Hipoteca Invertida 

(Reverse Mortgage) aun cuando la persona tiene un 

ingreso mensual seguro.  

Como ya indicamos, nuestro ordenamiento jurídico procesal 

ha reconocido la sentencia sumaria por insuficiencia de prueba.  La 

parte promovida para derrotar la misma puede, entre otras cosas, 

presentar con su oposición prueba admisible en evidencia, o prueba 

                                                 
15 Véase Apéndice del Recurso, págs. 968 y 977; Contrato de Certificado de 

Depósito.  
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que pueda convertirse en admisible, aunque de momento no lo sea, 

o que dé lugar a prueba admisible que demuestre que existe 

evidencia para probar los elementos esenciales de su caso.16  

 De la Sentencia Parcial aquí apelada surge que el TPI concedió 

la solicitud de sentencia sumaria basado en que la prueba de los 

apelantes es prueba inadmisible en evidencia y en que es un hecho 

incontrovertido que ninguno de los apelantes tiene conocimiento 

personal de los hechos. También concluyó el foro de primera 

instancia que los reclamos de los apelantes “son meras 

especulaciones u opiniones.” El TPI erró al así concluir.  

Los apelantes acompañaron su moción en oposición con 

abundante prueba documental que, si bien constituye prueba de 

referencia, la misma podría convertirse en prueba admisible que 

derrotaría la contención de insuficiencia planteada por el BPPR.17 

La prueba, de ser admitida, pondría en controversia la condición 

mental en la cual se encontraba el Sr. Miguel Soto Soto al momento 

de la transacción realizada el 28 de febrero de 2013. Si bien es cierto 

que ninguno de los apelantes estuvo presente en el banco al 

momento de hacer la transacción, y sus testimonios no constituyen 

prueba directa de lo que allí pasó, no excluye su capacidad como 

testigos en cuanto a otros eventos. Además, varias de las 

determinaciones de hechos que realizó el BPPR en su solicitud de 

sentencia sumaria están relacionadas a la capacidad de los 

apelantes para ser testigos en cuanto a lo que ocurrió el 28 de 

febrero de 2013 en la sucursal.18 Los mismos no constituyen hechos 

materiales a considerar para la determinación de si procedía la 

sentencia sumaria a su favor.  

                                                 
16 Véase Cueva Segarra, supra, págs. 1083-1084.  
17 Véase Regla 109 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 109.  
18 Véanse hechos 21-27 y 31-32 propuestos por el BPPR, Apéndice del Recurso, 

págs. 611-613. 
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De otro lado, y como ya indicamos, de la moción en oposición 

a la solicitud de sentencia sumaria se desprende que los apelantes 

cuentan con prueba que pudiera evidenciar el estado mental del Sr. 

Miguel Soto Soto antes del 28 de febrero de 2013. En ese aspecto, 

dicha prueba una vez determinada su admisibilidad constituye 

prueba circunstancial. Como es sabido, un hecho se puede probar 

mediante evidencia directa o circunstancial.  

La Regla 110 inciso (h), 32 LPRA Ap. V, R. 110 (h), claramente 

dispone que “cualquier hecho en controversia es susceptible de ser 

demostrado mediante evidencia directa o mediante evidencia 

indirecta o circunstancial.” La misma regla define evidencia directa 

como aquella que prueba el hecho en controversia sin que medie 

inferencia o presunción alguna y que, de ser cierta, demuestra el 

hecho de modo concluyente. Por otro lado, la evidencia indirecta o 

circunstancial es aquella que tiende a demostrar el hecho en 

controversia probando otro distinto, del cual por si o, en unión a 

otros hechos ya establecidos, puede razonablemente inferirse el 

hecho en controversia. La característica fundamental de la prueba 

circunstancial es que la evidencia presentada genera un proceso de 

inferencias, que unido a otra evidencia ya admitida o por admitirse 

o a un razonamiento basado en la experiencia, permiten concluir la 

probabilidad de la ocurrencia de un hecho. Son circunstancias que 

apuntan en dirección favorable a la inferencia razonable del hecho 

en cuestión, no a una mera conjetura.19  

En consecuencia, no hay duda que la condición mental del Sr. 

Miguel Soto Soto al momento de realizar la transacción el 28 de 

febrero de 2013, es un asunto en controversia. Recordemos que el 

TPI, en la Resolución dictada el 3 de junio de 2015, reconoce esta 

controversia como una a resolver. Además, la determinación de 

                                                 
19 Véase Ernesto L. Chiesa, Tratado de Derecho Probatorio, Vol. II, Publicaciones 

JTS, 1998, a la pág. 1239. 
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dicho hecho requiere la celebración de un juicio en su fondo donde 

el tribunal pueda dirimir la credibilidad de los testigos.  

Como es norma de derecho trillada en la consideración de una 

solicitud de sentencia sumaria, el foro de primera instancia no 

puede dirimir credibilidad. El BPPR acompañó su solicitud de 

sentencia sumaria con extractos de las deposiciones tomadas al 

oficial del banco que atendió al Sr. Miguel Soto Soto el día de la 

transacción, el Sr. Ángel Ortoloza Figueroa, y de la Sra. Valerie 

Valentín Fecher, quien era la supervisora del señor Ortoloza 

Figueroa para el 2013.20 De estos dos empleados del banco la única 

persona que intervino con el Sr. Miguel Soto lo fue el señor Ortoloza. 

Por lo tanto, su testimonio en juicio es vital para determinar si 

efectivamente dicho empleado actuó conforme dispone la Ley núm. 

206-2008, el Reglamento 7900 y el documento intitulado: 

Prevención y Detección de Casos de Explotación Financiera a 

Personas de Edad Avanzada o con Impedimentos (12-39), antes 

citado.21 

En su oposición a la solicitud de sentencia sumaria los 

apelantes acompañaron un extracto de la deposición tomada al 

señor Ortoloza de la cual surge que este conocía al Sr. Miguel Soto 

Soto desde el 2011.22 Además, en cuanto al evento de la transacción 

realizada el 23 de febrero de 2013 también hay 42 fotos que tienen 

que ser examinadas por el foro de primera de instancia y sobre las 

cuales no hace expresión alguna en la Sentencia Parcial a pesar de 

haber sido incluidas como parte de las mociones. Hemos examinado 

las mismas y estas muestran imágenes que resulta importante 

considerar durante un juicio plenario. Además, deben ser 

consideradas en conjunto con la prueba testifical de las personas 

                                                 
20 Véanse Líneas 18-20, Apéndice del Recurso, pág. 653.  
21 Íd., a la pág. 657.  
22 Íd., a la pág. 790, Líneas 21-23.   
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que estuvieron presentes en la transacción, a saber, la Sra. Irma 

Yahira Soto Arocho (hija del Sr. Miguel Soto Soto), el esposo de esta 

el Sr. Jorge Maldonado Nieves y el Sr. Ángel Ortoloza. En el presente 

caso es necesario aquilatar en un juicio plenario el comportamiento 

de estos, ya que la reclamación de los apelantes versa sobre una 

posible explotación financiera a una persona de edad avanzada y 

solo así el TPI podrá determinar las características y el 

comportamiento que exhibía el Sr. Miguel Soto Soto al momento de 

este efectuar la transacción.23   

El TPI haciendo una abstracción de la abundante prueba 

documental que incluyeran los apelantes en su moción en oposición, 

y de la prueba que obra en los autos, concluyó que son meras 

especulaciones u opiniones el reclamo de los demandantes. En el 

ejercicio de tal discreción el tribunal tenía que examinar los 

documentos que se acompañan, así como los documentos que se 

encuentran en el expediente del tribunal. En ese aspecto resaltamos 

que el TPI solo tomó en consideración los extractos de las 

deposiciones anejadas por el BPPR y que fueron tomadas a sus 

propios empleados. A su vez, y como indicamos, el foro de primera 

instancia tampoco examinó las 42 fotos que fueran presentadas. 

Además de lo antes señalado, resaltamos que de los autos del caso 

surge que la transacción bancaria, aquí impugnada, ocurrió en la 

mañana del 28 de febrero de 2013 y en la tarde se celebraría una 

vista en el Tribunal Municipal de Moca relacionada con la querella 

que presentaran los hermanos del Sr. Miguel Soto Soto, al amparo 

de la Carta de Derechos de la Persona de Edad Avanzada, supra.24 

Por ende, reiteramos la importancia de dirimir en un juicio plenario 

la prueba testifical de las personas que estuvieron presentes en la 

                                                 
23 Como concluimos, en el presente caso se encuentra en controversia la capacidad 

mental del Sr. Miguel Soto Soto al momento de la transacción bancaria. También 
se encuentra en controversia si este se mostraba aturdido, nervioso o con miedo. 

Véase Reglamento 7900, Artículo 3, sección 3 inciso 3.  
24 Véase Apéndice del Recurso, págs. 280-288.  
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transacción. Estos testimonios unidos a las fotografías permitirán al 

TPI inferir si efectivamente ocurrió una actividad sospechosa, 

máxime cuando el video que grabó la transacción se perdió.25 El 

error quinto se cometió.  

-B- 

  En cuanto a la pérdida del video, como señalamos, los 

apelantes levantaron dos (2) errores, a saber, que “la alegada 

insuficiencia de prueba fue provocada por el apelado, quien expolió 

el video de la transacción por lo que no puede beneficiarse de la 

misma, y que erró el TPI al declarar sin lugar la moción presentada 

solicitando remedios por expoliación de prueba.26 

Como ya indicamos, la Regla 34.3 de Procedimiento Civil, 

supra, es clara al indicar que si la parte promovente (en este caso 

los demandantes-apelantes) justifican con prueba fehaciente que la 

parte promovida (en este caso el BPPR co-demandado-apelado) ha 

incumplido con su deber de preservar prueba pendiente de litigio o 

razonablemente utilizable en un pleito futuro, estará sujeto a 

sanciones. Además, para no ser sancionados por esta regla el BPPR 

tiene el peso de la prueba para demostrar que el video se perdió 

como resultado de la operación rutinaria de buena fe del sistema de 

almacenamiento electrónico de información. El peso de la prueba no 

se descarga con la mera alegación de que la información se perdió 

como resultado de la operación rutinaria del sistema electrónico. 

Mucho menos indicando que nunca nadie le solicitó que se 

preservara la evidencia. De la prueba documental acompañada por 

los apelantes, en su moción en oposición a la solicitud de sentencia 

sumaria del BPPR, se incluyó prueba documental que indicó que 

para el 11 de septiembre de 2013 el BPPR respondió a un Subpoena 

                                                 
25 En las fotos se puede apreciar a Irma buscando en una cartera, (Íd., a la pág. 

733) utilizando una calculadora (Íd., a la pág. 736) como su estuviera firmando o 

escribiendo en un papel (Íd., a las págs. 741 y 745) y sosteniendo un papel o 

documento junto al Sr. Miguel Soto (Íd., a la pág. 758). 
26 Véanse errores tercero y cuarto del recurso.  
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que le enviara la Oficina de Investigaciones y Procesamiento 

Criminal de la Fiscalía de Aguadilla, expedido el 13 de agosto de 

2013 por el Fiscal Auxiliar Miguel Deynes Vargas. En el inciso cuatro 

(4) se indicó lo siguiente: Deberán enviarnos video de las 

transacciones y en que sucursal fue retirado dichos Certificados de 

Ahorros.27 Por lo tanto, está en controversia desde cuando el BPPR 

venía obligado de preservar la evidencia.28  

En consecuencia, erró el foro de primera instancia al declarar 

No Ha Lugar la moción instada por los apelantes sin celebrar 

previamente una vista evidenciaria. Los errores terceros y cuarto se 

cometieron.  

-C- 

Por último, señalaron los apelantes que erró el TPI al concluir 

que el BPPR cumplió con el reglamento de explotación financiera y 

que en la transacción realizada no se dieron circunstancias que 

debieron alertar a sus empleados de que en la cancelación de los 

certificados estaba ocurriendo una actividad sospechosa 

característica de los casos de explotación financiera. Ciertamente 

erró el foro de primera instancia al así concluir, ya que al respecto 

existen hechos en controversia que ameritan ser dirimidos en un 

juicio plenario. Los errores primero y segundo se cometieron. 

El problema de la explotación financiera a personas de edad 

avanzada es un asunto que ha alcanzado cifras alarmantes, lo cual 

requiere un llamado a familiares, comunidad, entidades públicas y 

privadas a no tomar a la ligera actividades que puedan ser 

sospechosas.29 La Ley núm. 206 de 9 de agosto de 2008 pretende 

proteger a esa clase vulnerable proveyendo unos mecanismos para 

                                                 
27 Véase Apéndice del Recurso, págs. 389 y 714.  
28 Nótese, además, que es un hecho que no se encuentra en controversia que para 
el 26 de marzo de 2013 la Sra. Gloria Soto realizó una reclamación al banco. 
29 Carlos Antonio Otero, 7 de septiembre de 2018, Vulnerables los mayores de 65, 
La explotación financiera de la que son víctima atenta contra su salud, su seguridad 
económica y bienestar emocional, El Vocero de Puerto Rico, a la pág. 3. 
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hacer parte de una manera activa a las instituciones financieras. 

Como claramente señala su Exposición de Motivos son los 

empleados de instituciones financieras quienes están en mejor 

posición de determinar comportamientos sospechosos o actividades 

bancarias que sirven para identificar el abuso financiero. Estos son 

quienes tienen contacto directo con clientes de manera rutinaria y 

presencian situaciones que le permiten observar y determinar si el 

cliente corre riesgo. A esos efectos, tanto la Ley núm. 206-2008 como 

el Reglamento 7900 establecen ejemplos de situaciones 

sospechosas, sin que estas sean taxativas, y las cuales hicimos parte 

de la presente sentencia cuando expusimos el derecho aplicable. 

Además, ambos cuerpos legales le imponen a las instituciones 

financieras el deber de adiestrar y capacitar a todo su personal para 

manejar y contrarrestar posibles casos de explotación financiera.  

De los extractos de la deposición tomada al señor Ortoloza, y 

que acompañara el BPPR en su solicitud de sentencia sumaria, 

surge que el entrenamiento recibido en cuanto al protocolo es revisar 

las leyes y dar un repaso “refresh” al sistema, ambos de manera 

individual.30 Por otra parte, la señora Valentín Fetcher contestó que 

el hecho de que una persona mayor de edad retire una cantidad 

sustancial de dinero no constituye una actividad financiera 

sospechosa. Incluso negó que en el protocolo del BPPR indicara que 

eso debería ser razón para sospechar explotación financiera.31 A 

preguntas relacionadas con el adiestramiento esta contestó: “El 

adiestramiento. El protocolo es lo que establece. Nadie te puede 

decir a ti cómo tú saber que alguien tiene miedo.”32 En el extracto 

que acompañaron los demandantes, en su oposición a la solicitud 

de sentencia sumaria, surge que esta reiteró como única conducta 

                                                 
30 Véanse Apéndice del Recurso, Líneas 7-10 y 16-20, pág. 647. 
31 Íd., a la pág. 652. Líneas 2-21.   
32 Íd., a la pág. 653. Líneas 24-25.  
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sospechosa el retiro contínuo de dinero.33 Además, surge que 

admitió que el adiestramiento que reciben los empleados se limita a 

leer el protocolo y hacer preguntas en el Webinar.34 

En consecuencia, de las deposiciones acompañadas surge 

claramente la controversia en cuanto al hecho de si los empleados 

fueron capacitados en cumplimiento con la Ley núm. 206-2008 y 

con el Reglamento 7900. También se encuentra en controversia si la 

actividad realizada el 23 de febrero de 2013 por el Sr. Miguel Soto 

Soto cumple con los criterios de una actividad sospechosa. Máxime 

cuando en el presente caso se encuentra en controversia el historial 

de las cuentas y como eran manejadas antes del 23 de febrero de 

2013. Incluso se encuentra en controversia las fechas en que se 

abrieron, quién las abrió y las cantidades iniciales. Además, la parte 

apelada no presentó prueba del historial de las cuentas, elemento 

esencial para determinar si efectivamente estamos ante una 

conducta sospechosa o inusual, que ameritaba levantar sospecha al 

funcionario bancario.  

En la transacción del 23 de febrero de 2013 se cancelaron 

todos los certificados de depósito e incluso el BPPR cobró 

penalidad en dos de ellos.35 Así las cosas, el importe total retirado 

pudiera ser considerado una cantidad sustancial de dinero de 

acuerdo con la condición financiera del Sr. Miguel Soto Soto, sobre 

la cual tampoco se presentó prueba incontrovertible.36 Nótese que 

los apelantes alegaron en su demanda contra la aquí apelada que 

esta no actuó con el grado de cuidado, diligencia, vigilancia y 

precaución exigidos por la Carta de Derechos de Personas de Edad 

Avanzada, supra, la Ley núm. 206-2008 y su correspondiente 

                                                 
33 Íd., a la pág. 779. líneas 23-25.  
34 Íd., a la pág. 781. Líneas 3-15.  
35 Véanse, Anejos I al III de la moción solicitando sentencia sumaria presentada 

por el BPPR-apelado, Apéndice del Recurso, págs. 625-630. Véase, Anejo I de la 
moción en oposición presentada por los demandantes-apelantes, Apéndice del 

Recurso, págs. 714-717.    
36 Véanse, Secciones 3 y 4 del Artículo 3 del Reglamento 7900.   
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Reglamento Núm. 7900, al no haber establecido, adoptado, puesto 

en vigor y/o seguido un protocolo de prevención y detección de casos 

de explotación financiera contra una persona de edad avanzada en 

la Sucursal del [BPPR] localizada en el supermercado Supermax del 

Municipio de Dorado. Por lo tanto, el hecho de que el Contrato de 

Certificado de Depósito sea claro en cuanto a la cancelación de 

certificados indistintos, no es fundamento para desestimar la 

reclamación de los apelantes.  

En cuanto este último aspecto erró el TPI al concluir que las 

leyes especiales cuya violación es reclamada por los apelantes 

excluye la aplicabilidad del Código Civil de Puerto Rico. Ciertamente 

las partes pueden reclamar al amparo de cualquier ley que 

entiendan cobija su reclamación. Además, el hecho de que las partes 

se equivoquen en cuanto al derecho aplicable o a los fundamentos 

para su petición, en nada afecta el deber que tienen los tribunales 

de conceder aquello a lo cual tengan derecho. Torres Capelas v. 

Rivera Alejandro, 143 DPR 300, 311 (1997). Por otro lado, una ley 

especial no deroga una ley general a menos que tal derogación se 

consigne expresamente o esa sea claramente la voluntad legislativa. 

Sierra v. Tribunal Superior, 75 DPR 841, 847 (1955). El principio de 

especialidad es una norma para interpretar la intención legislativa. 

Pueblo v. López Pérez, 106 DPR 584, 586 (1977).  

En resumen, y en cumplimiento con el mandato del Tribunal 

Supremo en Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío 

International Corporation, supra, consignamos que en el presente 

caso están en controversia los siguientes hechos:  

• Si la transacción en sí misma contiene indicios o 
características de ser una actividad de explotación 
financiera según definida en la Ley 206-2008 y el 
Reglamento 7900, según discutido anteriormente.   

• Si los funcionarios del BPPR actuaron conforme 
disponen Ley 206-2008 y el Reglamento 7900, según 
discutido anteriormente;  

• si el documento Prevención y Detección de Casos de 
Explotación Financiera a Personas de Edad Avanzada o 
con Impedimentos (12-39) del BPPR y los 
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adiestramientos recibidos cumplen con los postulados 
de las leyes previamente discutidas;  

• desde cuando nace el deber del BPPR de preservar la 
evidencia; 

• si el video fue destruido de buena fe como parte 
rutinaria del almacenamiento electrónico;  

• si el Sr. Miguel Soto Soto se encontraba apto para 
realizar la transacción financiera; y 

• cual era el historial de los certificados de depósito.  

En conclusión, el TPI erró al dictar sentencia sumaria a favor 

del BPPR ya que existen hechos en controversia que impiden 

concluir que el Banco no fue negligente en este caso. Los asuntos 

aquí en controversia solo pueden ser dirimidos mediante la 

celebración de un juicio plenario. Además, y como indicamos 

anteriormente, el TPI también erró al disponer de la solicitud de 

expoliación de evidencia sin celebrar una vista evidenciaria.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca el dictamen 

emitido por el foro de primera instancia y se ordena la continuación 

de los procedimientos conforme a lo aquí resuelto.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Flores García concurre con el resultado sin opinión 

escrita. 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


